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editorial-----------------.

Otra vez debate sobre la ayuda
norteamericana

1990 no ha sido un año favorable para las acciones y actitudes que
la Fuerza Armada acostumbró desarrollar en la década de los ochenta.
La condena mundial que suscitó la masacre de la UCA y la renovada
atención que atrajo sobre las práct icas terroristas de los milita res, asl
como la amenaza pendiente del recorte y hasta suspensión de la ayuda
norteamericana, podfan haber desencadenado una radical auto­
reestructuraci6n y el establecimiento de rígidos controles sobre la con­
ducta abusiva y criminal de los miembros de la institución armada, si no
por una legftima preocupación por los derechos humanos, al menos por
asegurar el flujo de la ayuda. ¿Qué significa que en un año tan singular
nada se haya modificado la conducta de la Fuerza Armada y qué puede
esperarse de ella una vez que se considere ·castigada" por el asesinato
de los jesuitas, y absuelta por la retención de la ayuda norteamericana?

Las reacciones del presidente Cristiani y de la Administración Bush
a la moción del Congreso para condicionar la ayuda orientan la res­
puesta y sugieren la naturaleza del problema . El gobierno salvadoreño
se ha adelantado a especular que una retención sustancial de la ayuda
llevará al recrudecimiento de la guerra y la violencia, por constitulr "un
mensaje equivocado al FMLN", que se entusiasmarla con un hipotético
debilitamiento del ejército, y la posibilidad de una vicloria militar. El
Departamento de Estado, más independiente que Crlstianl, además de
compartir lo anterior también advierte que una drástica reducción de la
ayuda, o del sobomo, puede desatar la furia desbocada de la ultradara­
chaoTodavla más temerario, Cristiani ha intentado sorprender la buena
fe del Congreso, enfrentándolo con el mediador de la ONU y atro­
pellando el acuerdo de Ginebra, al reclamar a cambio de la retención de
la ayuda un cese de fuego por parte del FMLN. Por cierto, una
pretensión por la que ha luchado cerrilmente la delegación de diálogo
gubernamental en la mesa negociadora, y que en buena medida explica
el impasse actual del proceso negociador.

Mucha menos vergüenza ha mostrado Cristiani a la hora de salir en
defensa del fraude, la mentira y el encubrimiento sistemático que se ha
tendido sobre la investigación de la masacre de la UCA, para asegurar
las ayudas al ejércno. En Washington hasta se ha atrevido a dar todas
las garantlas que el sistema judicial es incapaz de dar, prometiendo ir
incluso contra el Ano Mando de la Fuerza Armada si fuera necesario.
Todavla en el mes de mayo, cuando se conoció la desaparición de las
pruebas cruciales que pod lan comprometer a la cúpula del ejércno y era
hora de mostrar su compromiso con la verdad , Cristiani excusó su
impotencia o complicidad señalando que no podla "meterse en asuntos
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tan delicados que sólo competen al órgano judicial". Ahora que las
cosas están "arreqladas", se atreve a convida r a tres juece s norteameri­
canos para que testifiquen sobre la inutilidad de la justicia salvadoreña.

En principio, hay un error de aprec iación, si no mala intención, ¡¡n
pretender descargar en una eventual retención de la ayuda unos
poderes. positivos o negativos. que no tiene. Diez añosde asignaciones
multimillonarias noconsiguieron la paz, ni mejorar la justicia ni erradicar
la conducía homicida del ejérc~o, que es a la que hay que temer antes
que a la proveniente de la ultraderecha, que nada podria sin el
consentimiento de aquél. Tampoco lo hará una modesta retención de la
ayuda. Es verdad que puede darse un recrudecimiento de la violencia
del "ala dura" del ejército, pero ésa es una amenaza que siempre ha
estado presente y que se ha potenciado con diez años de ayuda
inmoral e irresponsable; de hecho, es la misma fuerza terrorista que
impide una solución negociada, que obstruye el esclarecimiento de la
masacre da los jesuitas y que amenaz a con más muertes cada vez que
ve peligrar su existencia. No se trata, pues, de un problema que
provoque la moción del Congreso . Por el contrario, nadie que sea
honesto da ayudas millonarias a quien amenaz a con la muerte; que se
sepa, Estados Unidos no está proporcionando dinero a Saddam
Hussein para que muestre respeto por el derecho y la vida de los
rehenes. la retención, pues, más que efectividad inmediata tiene un
potencial moral, que a la larga darfa alguna coherencia a la política
estadounidense hacia El Salvador con los principios de la justicia.

l os riesgos de que el FMlN intente aprovecharse del "debilita­
miento" del ejército no son más que una excusa y un pobre chantaje al
Congreso . De sobra es conocido que Cristiani ya ha hecho arreglos,
incluso a costa de 'os programas sociales, para reponer los fondos que
fueran retenidos. Si a ello se aIIade que la moción deja a criterio del
Presidente Bush determinar cuál de ias partes cumple o no con las
condiciones de la retención, los supuestos entusiasmos belicosos del
FMLN se reducen a mera ilusión; aunque con seme jante árbitro,
también debe aceptarse que la moción carece de los pretendidos
incentivos que aparenta para inducir en el FMlN una genuina voluntad
negociadora. Baste recordar que, contra la prudencia y los buenos
oficios de las Naciones Unidas, el Departamento de Estado ya ha
fallado contra el FMlN, atribuyendo a su intransigencia la falla de
acuerdos en las negociaciones.

Como dato, teniendo sobre silos ojos del mundo y bajo la amenaza
de la probable retención, el ejército ha continuado impávido en sus
violaciones a la vida y a la justicia. AsI lo constatan los informes de
mayor credibilidad sobre la s~uación de los derechos humanos en el
pals, entre otros los reportes periódicos de Tutela l egal o el anual de la
Subcomisión especial de la ONU, que "expresa su profunda preocu­
pación por el persistente incremento de violaciones a los derechos
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human os que se están comaliondo por motivos po líticos en El Salvador
y por la continua inobservancia de las normas humanitarias de la
guerra". De spués de la redacción de este último informe, y de
aproximarse la votación definitiva sobre la suerte de la ayuda militar on
el senado estadounidense, la situación tiende a agravarse, sobro todo
en contra de la población civil repatriada en las zonas de control
insurgente . A finales de agosto, dos sacerdotes jesuitas fueron vfcti­
mas de ataque de francotiradores del ejército, que también atacaban la
población de Guarjila, A pnncípo s de septiembre, un roqueleo de
helicópteros destruyó \os cultivos de los repobladores de Copapayo, en
Cuscatlán, y una suma na de spué s, un bombardeo sobre La Laguna, en
Chalatenango. prov0e6 la muerte de dos niños. Dí as después, soldados
ametrallaron la población de las Vuattas, en el mismo departame nto,
bajo la perenn e excusa de hallarse en enfrentamiento con el FMlN. El
10 de septiembre , en Santa Ana, el ejército reportó otro enfrentamien to
y la muerte de 10 rebek1es, entre ellos una enferme ra española, quien ,
según el exam en forense, murió de dos disparos al cuello, efectuados a
corta distancia . El agrav am iento en la conducta del sj árcito no ha
comenzado, pue s, co n la temida retención de la ayu da ni es respuesta a
una ofensiva rebe lde.

En rea lidad, el problema no se entiende sin atender a que el objetivo
bás ico que han impulsado diez años de inc:uestionada ayuda militar
norteamericana ha sido la derrota militar del FMLN, boicoteando las
posibilidades de salidas negociadas. As! lo confirma el que en toda la
década pasada los embaj adores nortea mericanos se la pasa ran anun­
ciando la cerca na debacle de los rebeldes. Y las responsabilidades de
Washington en la muerte y destrucción de El Salvador van más allá de
\o monetario. No sólo se ha tolerado el crimen, la tortura y el de­
saparocimiento, sino que hay algo más que simples indicios de que
forman parte del adiestramiento militar impartido por \os norteameri­
canos. Apenas dos meses atrás surgió una nueva pista, con un desertor
del Centro de Entrenamiento de la Fuerza Armada (CEMFA), quien
obtuvo asilo político par encontrarse fundamento en su alegato ,
testificando haber sido adiestrado en macabras prácticas para torturar y
asesi nar a oposñores o presuntos insurgentas.

Asl se comprenden mejor las dificu"ades de la Administración Bush
en retener fondos a homicidas, que por otro lado se encarga de
tecnifk:ar. A su vez , las iniciativas del Congreso estadoun idense para
remediar el daño causado al pafs podrían resultar más efectivas si
fuesen implementadas junto a eficaces disposiciones de investigación y
control de sus asesores militares, aunque sea algo tarde para ello.
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La guerra y la ayuda militar

El 15 do soptiombro nogó y pasó, sin qua
al gobiorno y al FMLN pudioran pactar e!
cese de fuego, como estaba contemplado en
el calendario acordado en Caracas, en mayo
pasado. El toma do la Fuorza Armada, punto
prim ero de la agenda de Caracas, sigue con ­
stítuyendo al óbico principal dol procoso. El
rochazo categórico dol gobiorno a aceptar la
dopuración y roostructuración dol ojérc~o

sólo ha conducido a qua al FMLN radicalice
sus dem andas al respecto. En este marco,
aunq ue el gobierno norteamericano no tiene
una part icipación directa en la mesa de con­
versaciones, puede constituirse en el ele·
mento decisivo que desempantane la ne­
gociación . Una se ñal cla ra de Estados Uni­
dos on tavor dol procoso nogociador podria
marcar el punto de inflexión determinante
para alcanzar la solución polftica dol conflicto
salvadoreño.

La aslstoncla mttnar nortoamorlcana y
las parspocllvas do paz

El gobierno norteamericano se encuentra
en un aparente momento de redel inici ón de
su rolación con la Fuorza Armada salva­
dorsña. En los próximos dlas, al Sonado
votará sobre una ley en virtud de la cual se
racortarla a la mitad, para al año fiscal 1991,
la ayuda mil~ar otorgada al gobiorno salva­
doreño: y si éste no enjuicia, en un plazo
razonablo, a los rosponsablos do la masacro
do los sois josuitas y do sus dos omploadas,
o si no se compromete ron seriedad en el
procoso do nogociación con al FMLN, so
suspendorla la otra mitad. Una loy similar ya
luo aprobada on junio por la Cámara do
Roprosontantos. Si al Sonado adopta la
misma postura que la Cámara, los esfuerzos
personalos qua al Prosidonto Cristianl ha
desplegado durante su recient e visita no ofi­
cial do tras dlas a Washington, para par­
suadir a los sonadoras do qua votan on
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contra de la IBY, resultarían infructuo sos.
Aparentemente, el Congreso se encuen­

tra fatigado, cua ndo no hastiado, de financiar
a un ejército ineficiente, co rrupto y violador
irremediab le de los derechos humanos.
Amerlcas Watch , en su más reciente in·
forme, dado a conocer la semana pasada,
seña la precisa mente que "la impun idad de
milaares y para militares responsables de
vio laciones a los derechos humanos en El
Salvador perma nece intacta a pesar de las
promesas gubernamentales por someterlos
a la justicia. Es cla ro -recalca el informe­
que los militares conse rvan una completa
impunidad y violan los derechos humanos sin
temor, persecud ón o castigo",

El impacto do las docisionos tomadas on
los ci rculas de podar norteamericanos oon
rolaclón al condicionamionto y/o rocorto do la
asistenci a milit ar puede modificar signif icat i­
vamente el curso de la guerra, espacial ­
mente ahora que ésta se encuentra más so­
brede terminada por factores exógenos. Una
muostra do olio, a contrarlls, os al hacho
mismo do qua al FMLN no puado irnplernan­
tar una campatia militar de gran envergadura
sin medir previamente, con la máxima exact i­
tud posible, los costos polit ices qua lo re­
portarla en el ámbito intern acional una me­
dida do osa naturaloza. Dosdo haca por lo
monos dioz somanas, al FMLN contompla la
nocosidad do lanzar una ofonslva militar do
propor ciones extraordinarias - similar a la de
novie mbre pasado, aunque con una rnodali­
dad oporativa cualitativamonto diloront&­
para forzar avances especfficos en la mesa
do negociación. Hasta la tocha, sin ombargo,
la cúpula dol FMLN ha juzgado oportuno
postorgar dichos planos a la aspera do los
resultados do la votación on al Sonado y dol
provisiblo impacto qua conllevaría tal daci·
sión on los saetoros "duros" do la Fuorza
Armada y dol gobiorno.
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resumen semanal

la reciente dinámica mllllar
Al margen de los avatares del proceso de

negociación. la actividad mil itar registrada en
los últimos dfas ha mantenido la tendencia
creciente de las semanas previas. El ejército
ha implementado amplios operativos de
patrullaje y registro de .ehlculos y transeún ­
tes en las principales carreteras del pais.
Según el COPREFA, tales medidas han sido
adoptadas "ante las amenazas del FMLN de
lanzar una segunda ofen siva".

A la largo de la semana, la actividad
militar evkienci6 un accionar continuo 9 in ­
tenso , principalmente en los departamentos
de Usulután y Cha latenango. En el primero
de ellos, columnas insurgentes hostigaron al
ejército en la periferia de Jucuarán, cau­
sándole, según radio Farabundo Martl, 10
bajas. En dicha acción, asegura la fuente
rebek:te, murieron 1 sargento, 1 radio opera­
dor y 1 artillero; y el FMLN decomisó 1 ame­
tralladora M-60, 1 lanzagranada M-n, 2
fusiles M-16, 9 mochilas con munición y 1
radio de com unicación. Asimismo, el FMLN
asegura que sus unidades averiaron 3 he­
licópteros durante los enfrentamientos; otro
helicóptero habrla sido aver iado en el depar ­
tamento de Morazán . Por su parte, el CO­
PREFA reportó otros combates en las cer­
canlas de San Agustln, también en Usulután,
con un saldo de 5 rebeldes y 3 soldados
muertos y ? soldados heridos . El reporte
añadió que otros 6 cadáve res de insurgentes
semisepultados fuero n encontrados en las
cercan las del área de los combates.

En Chalatenango, tropas del batallón
8011050 incursKmaron en la zona de San
José Las Flores y San Antonio Los Ranchos ,
susdtándose combates de encuentro en los
cerros Pandora, El Picacho y El Amatillo .
Otros choques se desarroliaron en los ca­
serios de Las Vueltas y Plan del Barro. En la

6

loma El Ocotillo, según el COPREFA, las
unidades del Belloso desmantelaron 3 cam­
pamentos guerrilleros, cada uno con ca­
pacidad para albergar a unos 40 insurgentes.
Durante esos combates , el ejército habria
dado muerte a 6 insurgentes, mientras que 1
soldado murió y otros 2 resullaron heridos. El
informe oficial consigna, asimismo , el de­
comiso de abundante munición, 1 lanza ­
granadas RPG-?, 1 mina y otros pertrechos
de guerra . Por su parte, radio Farabundo
Martl aseguró que en esos choques el FMLN
ocasionó 21 bajas al ejército .

En San Salvador , el sabotaje a la in­
fraestructura del tend ido eléct rico arrojó al
final de la semana un saldo de 11 estructuras
dañadas . En este contexto, el 19 de sap­
tiembre, agentes de la Poliela Nacional que
prestaban seguridad a la embajada nor­
teamericana capturaron a 4 estudiantes uní­
versitark>s sospechosos de dinamitar postes.
El incidente dio lugar a un presunto comuni ­
cado de los comandos urbanos solicitando a
la Comandancia General del FMLN su ven ia
para considerar objetivos militares las insta­
laciones y el personal norteamericano en el
país. La embajada aseguró que ninguno de
sus miembros estuvo involucrado en el
incidente.

Si algo se ha mantenido constante en la
realidad nacional, al margen de su creciente
o decrecIente intensidad relativa, es la ca­
pacidad destructiva de la confrontación ar­
mada. El Congreso norteamericano prestarla
un gran servicio a la solución pollt ica del
conflicto salvadoreño si atiende la sugeren­
cia del New York Time. del 22 de sep­
tiembre y opta por lo menos por la drástica
reduc:d6n de la ayuda militar . A estas alturas ,
dsb íera estar claro que no basta una aspirina
para solucionar un mal que exige cirugla
mayor.

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J."
Universidad Centroamericana José Simeón Cañas



______ _ _ _ __resumen semanal

Consideraciones macroeconámicas
en torno al problema de la extrema pobreza

Tras la reunión de los mandatarios can­
troamericanos realizada en Antigua Guate ­
mala el 18 de junio pasado, han venido raa­
lizándo se diversas acti vidades tendientes a
agilizar 9' proceso de integración centroa ­
mericana, cuyo objetivo ---en palabras del
Presidente Alfredo Cristian i- es "impulsar el
desarrollo económico y social de la región".
En esa reun ión se formuló lo que se ha dado
en llamar el Plan de Acción Económico de
Centroamérica (PAE CA), el cual cons ta de
once programas. Especia l importancia re­
viste evaluar las medidas que el gobierno
pondrá en marcha en orden a dar cumpli­
miento al programa N'10, el cual apunta a
' rninirnlzar el impacto que en el corto plazo
provoca los esfuerzos del ajuste econ6mioo
en k:>s grupos más despro tegidos, e incorpo­
rar acceso a bienes de capital, tecnologla y
capecit aci ón, especialmente los ligados al
sector inform al, la microempresa y otras
formas asoc iativas de producción".

¿Aslstenclallsmo o generación de ern­
pleos productivos?

Reciente mente, el Ministerio de Planif ica­
dón co nvocó a un seminarto internactonal
denominado "Estrategias para Erradicación
de la Extrema Pobreza en Centroamérica".
En dicho evento, el gobierno anunció la
creación del Fondo de Inversión Soc ial
Salvadore ño (FISS), cuyo objetivo es propor ­
cionar asistencia a la pob lación en condi ­
dones de extrema pobr eza.

Aunque dicho fondo, en si mismo, no
pu eda caracte rizar se como meramente
"asistencialista", su marco con ceptual úhimc
lo con stituye el ideario asistencia lista que
inspira en general el prog rama soc ial de
ARENA. El gobierno parece querer enfrentar
el problema de la miseria estructural a través
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de proyectos de asiste ncia social que, si bien
pueden servir de paliativo al prob lema, son
totalmente insuficientes. No se trata de
cuestionar el carácter benéfico o inclu so
fi lantrópico de este tipo de program as sobre
los estratos más pob res de la pob lación, pero
sf de señalar que no cons li1Uyen en modo
alguno solución al problema de la ext rema
pobreza. Si se quiere solucionar un prob lema
tan ingente co mo éste -el 68% de la po­
blación salvadoreña se encuentra en situa­
ción de pobreza extrema o relativa- es ne­
cesario enfrascarse en un primer momento al
menos en polft icas de empleo en el marco de
una transfo rmación de la est ructura laboral,
prioriz ando la generación de empleos pro­
duct ivos.

La heterogeneidad del mercado labora l
determina que la co ndició n de pobreza esté
fuertemente ligada con la pertenencia a un
determinado segmento de la estructura oc u­
pacional. Consecuentemente, la erradicación
de la pob reza pasa po r la transform ación de
los mercados de trabajo estimulando el
crecimiento de los estab lecimientos del sec­
tor mode rno, prom oviendo la trans formació n
productiva y org anizacional de las pequeñas
empresas con potencial de acumulación y
desarro llando polit icas de apoyo produ ctivo
al sector info rmal.

Los primeros pasos en esta direcc ión ya
pod rlan haber sido tomados. Próximamente
serán imple mentados programas de crédito
destinados a la micro y pequ eña empresa,
asl como a fondo s de inversión para propiciar
la reconversión indu strial, la creación de
zonas francas privad as y la co mercia lización
de productos industri ales y artesanales de
exportación. Sin embargo , no se han ssta­
blecido con d aridad los criterios que guiarán
la asign ación de los recursos contenidos en
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CUADRO N"
BALANZA COMERCIAL DE EL SALVADOR

(Miles de D6lares)

Concapto Enero- Enaro- Variación
junio/B9 junio/90 porcentual

Exportaciones 325.4 310.4 -4.6
Importaciones 536 .4 564 .6 5.3
Saldo - 211.0 -254.2 20.5

Fuente: Banco Central de Reserva .

los planes, por lo cual no puede asegurarse
que estos programas de inversión coad­
yuvarán efectivamente a transformar la es­
tructura laboral.

Para asagurar qua la transformaci6n del
mercadode trabajocontribuya a la reducción
de la pobreza es necesario, en primer lugar,
asegurarse de que la reconversión industrial
esté an función de una politica especifica que
integre verticalmente tanto a empresas del
sector moderno como del informal; en se­
gundo lugar, al promover a emprasas cata­
logadas como microempresas o inclusive
peque ñas emprasas, debe tanarsa an cuenta
que podría estarse tratando con empresas
dal sector informal y, en esa madida, sa daba
actuar con criterios de selectividad que
av~en una mayor prolñeración de actividades
relacionadas conla ramade servicios, locual
s610 vandría a axacarbar la ya de por sí
precaria shuación ocupacional dal país.

Por otra parte, para volver viables estos
programas es necesario tomar en cuenta
seriamente la restricción externa al cre­
cimianto. Da hecho, la tendencia de ésta a
agravarse persiste y sa ha manifastado an un
incramanto del 20.5% en al déficit da la ba­
lanza comercial durante el primer semestre
de aste ano en relación al primer samastre
del año antarior. Para allo, as necesario
promovar la integraci6n vertical dal aparato
productivo en torno a los sactores exporta-
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dores.
La implementación de nuevos programas

de crédito bian podrla aportar elamantos
para atenuar las diferencias entre los pobres
y no-pobres, an al supuesto da qua al crédito
no será asignado con criterios que conso­
lidan la estructura oiigop6lica da la eccnomla
salvadoraña, o qua astimulan actividadas
terciarias que agudic,en la precariedad del
marcado de trabajo. En aste marco, no hay
que perder da vista que la inflaci6n podrla
contrarrestar las bondadas da una politica da
transformación de la estructura laboral orien­
tada a la raducci6n da la pobraza; en asa
madida, la adopci6n da politicas anti-infla­
donariascoherentes con laspolíticas crediti­
cias adoptadas as un factor da gran impor­
tancia.

Pobreza y estabilidad de precios

Ourante los primeros 15 meses de go­
biarno da ARENA, al Indica da Pracios al
Consumidor (IPC) ha persistido an su tan­
dancia alcista. Durante asa perlodo, al IPC
se incrementó en un 24.8%; mientras que el
Indice de precios de los alimantos lo hizo an
un 26.4%. Ello no as da axtrañar, considar­
ando las polilicas de davaluaci6n y da
liberalizaci6n de precios implamantadas por
el gobierno, pero st oontradietorio con una
polftica de reducci6n da la pobraza.
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CUADRO N'2
INDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR

1978=100

Mes

1989

Junio
Julio
Agosto
Septiembre
Octubre
Noviembre
Diciembre

1990

Enero
Febrero
Marzo
Abril
Mayo
Junio
Julio
Agosto

Indice general

585.3
595.8
605.2
610.3
623.8
631 .4
652.6

668.2
682.8
702.0
717.5
723.2
738.3
741.9
730.3

Indice alimentos

708.0
725.8
738.8
749.5
769.1
783.3
813.0

813.5
837.4
860.3
878.7
882.4
908.7
912.1
894.7

Fuente: Dirección General de Estadistica y Censos.

A pesar de que en el mes de agosto
recién pasado se registró una disminución en
el Indice de precios general de 1.6% y de
1.9% en el Indice de precios de alimentos,
las perspectivas inllacionarias son sombrias
de cara al alza inminente del precio de los
combustibles, debido a la "crisis del Geno
Pérsico", y a un posible Incremento del déficit
fiscal motivado por un aumento del pre­
supuesto nacional para 1991, cuyo antepro­
yedo se encuentra en estudio en el Organo
Legislativo.

Para garanlizar un nivel aceptable de
crecimiento de los precios O -<ln el mejor de
los casos- su estabilidad, es n9C9sario
promover la Integración vertical del aparato
productivo en torno a sectores productores
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de bienes de consumo popular. Adicion­
almente, debe fomentarse la producción de
granos básicos. la reducción de la tasa
inflacionaria es un imperativo para la reduc­
ción de la pobreza, pues si el Indice de
precios mantiene su actual tendencia, el
porcentaje de familias consideradas dentro
del rango de pobreza extrema, y también
relativa, aumentará, y empeorarán las condi­
ciones de vida de las familias que ya se
ubicaban en esas categorlas.

las polfticas antl-inllacionarias y las
pollticas de empleo son indisolubles en un
programa que pretenda la erradicación de la
pobreza extrema, en el cual los proyectos de
asistencia social sólo juegan un papal secun­
dario.
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Impunidad y sistema judicial

MEs cla ro que los militares con servan una
completa impunidad y violan los derechos
humanos sin temor, persecución o castigo,"
indicó una representante de Amerlcas
Watch al presentar un nuevo informe sobre
El Salvador en base al análisis de nueve
casos de violacio nes de los derechos huma­
nos. (Diario latino, 22 de septiembre) . De
todos esos casos , según Amerlcas Watch,
el único que se investiga es el asesinato de
los jesuitas.

Desafortunad amente, como señala el in­
forme de Amerlcas Watch, el caso de los
jesuitas demuestra lo que es el sistema
judicia l salvadoreño en su punto "óptimo", no
en su pésimo. El hecho de procesar a un
corone l y a tres tenientes por un asesinato
polltico no tiene precedentes en el país.
Nunca anfes tantos oficiales y aun el Pra­
sidente de la República han renunciado a su
l uero y llegado a un tribunal para declarar,
Es dificil imaginar otro caso en el cual el
Presidente de la Corte Suprema de Justicia,
el Presidente de la República y el Ano Mando
hubieran enunciado tan públicamente y tan
frecuentemente su apoyo. También es diffcil
recorda r otro caso con matices polfHcos en el
cual un juez ha hecho tanto esfuerzo para
investigar lo ocurrido. Sin embargo, según
parece, los verdaderos autores intelectua les
pueden muy bien quedar impunes y la con­
dena de los actuales imputados no es nada
segura . Ni siquiera se ha podido conseguir
prueba contundente en contra del corone l
Benavides,

Incluso este caso, a pesar de todos los
testigos que han llegado a declarar, no
avanza por la lana de colaboración de los
mismos mfl~ares, Los oticiales y soldados
llegan a declarar pero niegan saber de cosas
qut:l tienen que saber, caen en contradic­
ciones y posiciones contra toda lógica Una
revisión de algunos de los otros casos
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citados por Amerlcas Watc h demuestra \o
excepcional que es el caso de los jesuitas.

En todos los casos revisados, el de
Monseñor Romero, los secuestradores, la
masacre de San Sebastián, el atentado con­
tra FENASTRAS, siete jóvenes asesinados
en Cuscatancingo, los muertos en Guan­
carita , asesina tos de los periodi stas Mauricio
Pineda Deleón y Roberto Navas, y el caso de
los jesuítas, lo que se ve es que, a pesar de
su transcendencia y significado a nivel na­
cional e internacion al, cada uno es "una
historia de la negación de la justicia." Re­
surta esclarecedo r examinar los diversos
mecanismos que sirven para asegura r la
impunidad. Se trata de investigaciones que
nunca han termin ado o siquiera se han
iniciado, casos que nunca llegan al juicio ,
persecución o amenazas contra testigos o
funcionarios judiciales, etc.

Sin lugar a dudas, el caso de Monseñor
Romero sigue siendo el ejemplo más dra­
matico de la impunidad con la cual los
militares y escuadrones de la muerte en El
Salvador cometen sus delitos . A pesar de la
transcendencia nacional e internacional del
hecho, la investigación nunca llevó a captu­
ras. En noviembre de 1987, el Presidente
Duarte anunció que se habla resuelto el
caso. Sin embarg9, el último acontecimiento
en relación al mismo, en diciembre de 1988,
fue el fracasado intento de extraditar al
capitán Alvaro Saravia, quien habla servido
de guardaespaldas del mayor D'Aubui sson y
lue implicado como la persona que direc­
tamente habla ordenado el asesinato. La
Corte Suprema de Justicia declaró inválido el
procedimiento para la extradición, a la vez
que estableció un precedente fata l cuando
decidió que el testigo que alirmó haber
llevado al asesino bajo órdenes de Saravia
no era oonfiable por haber transcurrido siete
años desde el asesinato,
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De hecho, con la decisión de la Corte
Suprema sobre la solicitud de extradición se
paró el juicio. El actual Fiscal General, Ro­
berto Mendoza, opinó en julio que "jurldi­
camenta las posibilidades para resolver el
caso han sido agotada s, y ha pasado mucho
tiempo.'

Dos casos considerados claves para
comprobar el funcionamiento del sistema
judicial han fracasado este año. Reveses en
los procesos de la masacre de San Sebas­
tián y de los secuestradores llevaron a la
Administración Bush a suspender 2 millones
de dólares de ayuda para el sistema judicial,
según el Mlaml Hora ld (16 de agosto do
1990). Funcionarios del Dopartamento do
Estado y de la embajada no han querido
confirmar ni negar el corte de la ayuda, pero
han expresado su frust ración por el manejo
de ambos casos.

En un caso "prueba", el de la masacre de
San Sebastián, soldados de la Quinta Bri­
gada do Infanterla, bajo el mando del mayor
Mauricio Bettrán Granados, asesinaron a
diez campesinos en el cantón San Francisco
el 21 de septiembre de 1988. Hicieron un
simulacro de que habrla sido el FMLN quien
los causó la muerte en una omboscada. El
encubrimiento de los hechos fue respaldado
por el comandante de la Quinta Brigada,
coronol José Emilio Chávez Cáceres, miem­
bro do la "tandona", quien insistió en quo los
guerrilloros habrlan regresado la noche do­
spués de la emboscada y disparado en
contra de los muertos civiles para hacer
parecer que fueron ejecutados por el ejército.
Fuo hasta después do la advertencia dol
vicepresidento Quayle, durante una visita de
ésto a San Salvador on febrero de 1989, que
la Fuorza Armada decidió remitir 01 caso al
sistoma judicial.

El 12 do marzo do 1989, el Allo Mando
dio a conocer quo habla doscubiorto la
masacro y oxtornó la dostitución del jefo do
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inteligencia militar de la Quinta Brigada.
Libró de responsabilidad al coronel Chávez
Cáceres. Dos oficia les, tres clases y cuatro
soldados fueron acusados y remitidos al
tribunal. El 7 de febrero de 1990, el juez Edis
Alcidos Guandique Carballo sobroseyó a
siete de los nueve imputados y olevó a
plenario el caso contra el mayor Beltrán y un
subsargento. El 2 de mayo de 1990. la
Cámara do lo Penal de San Vicente limitó
aún más el caso, al no aceptar las diligencias
efectuadas por la Comisión Investigadora da
Hechos Delictivos. Unicamente dej6 pro­
coder 01 caso on contra del mayor Beltrán.
La Cámara sostuvo que la Comisión no pudo
servir de órgano auxiliar de la justicia por no
estar incluido en 01 articulo 11 del Código de
Procodimientos Penales y, por lo tanto, sus
actuaciones cared an de valor da prueba.
Entonces, ninguno de los autoras materiales
sorá juzgado.

El caso de 'os secuestradores, cuyas
víctimas pertenecían a sectores económi ­
camente poderosos, en vez da servir como el
esperado ejomplo del éxito de la justicia, ha
resut1ado ser ot ra prueba de los vicios del
sistoma judicial actual. El coronel Roberto
Maurido Stabsn fue implicado pero nunca
procesado. Tres ex-detectives de la Policía
Nacional implicados en kls secuestros mu­
rieron en circunsta ncias sospechosas, dos
do ellos después de haber sido capturados.
Una juez encargada de un caso relacionado
renunció dospués de dos ametrallamientos
de su casa. El juez militar responsable del
caso principal, Jorgo Alberto Serrano Pana­
meño, fuo asosinado en mayo de 1988. El
juez quo lo sustituyó, Jorge Ernesto Cruz
Cienluegos, trasladó el caso al Juzgado Ter­
cero de lo Penal, donde, sorpresivamonto, 01
31 de marzo de 1989, justo antes de su
traslado a otro Juzgado, el Dr. Juan Héctor
Larios Larios decretó la libortad inmediata de
los tros dotonidos, on contra do todo proced-
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imianto legal. Aunque su substituto revocó
su decisión, un imputado (el ganadero L1o·
vera Ballene) logró fugarse. En abril de
1990, el juez Jorge Ernesto Cruz Cienfuegos
conoc ió el caso por segunda vez después de
su curioso nombramiento como Juez Tarcara
de lo Penal, y sobreseyó a seis de los ocho
imputados.

los otros casos citados por Ame rlca s
Watch han ido aún peor . El devastador alen­
tado dinamjtero del 31 de octubre de 1989
contra FENASTRAS causó la muerte de diez
personas y heridas en más de 30. A pesar
de la gravedad del hecho y la presunción de
involucramiento militar o paramilitar, la inves­
tigaci6n parece no haber despegado . En el
año anterior, FENASTRAS fue objeto de
cuatro atentados con explosivos, y sufrió el
desaparecimiento de dos de sus miembros
en agosto, y la capt ura y maltrato a docenas
de más miembros por parte de la Policla
Nacional y la Guardia Nacional en sep­
tiembre. El caso está en manos del Juzgado
Segundo de lo Penal y de la Comisión In­
vestigadora de Hechos Delict ivos. Hasta la
fecha, a pesar de varias peticiones del
Juzgado, la Comisión no ha proporcionado
ninguna información al tribunal argumen­
tando que aún no ha terminado su trabajo.

la masacre de siete jóvenes en Cus­
catancingo, ocurrida el 18 de noviembre de
1989, durante la ofensiva del FMLN, tam­
poco ha sido investigada. El juez dijo a la AP
en febrero que "el caso estará bajo investiga­
ción hasta que se le olvide: Agregó con
franqueza que "si bs asesinatos no causan
escándalo a nivel internacional, no pasa
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nada" (AP, 16 febrero 1990). Respecto a un
testigo que declaró al periodista que vió a los
soldados y se corrió, el juez comentó:
"Presentarse seria un riosgo real." La AP
tambi én reportó una entrevista con el en­
tonces Fiscal General, Mauricio Colorado ,
que en enero no sabía nada de la masacre y
sugirió que los jóvenes habrian muerto "en
fuego cruzado o eran guerrilleros."

El caso de Cuscata ncingo actualmente
está bajo la jurisdicción del Juez que en dos
ocasiones dio dos dictámenes favorables a
los secuestradores; posteriorme nte, fue
nombrado juez de primera instancia de Me­
jicanos. Explicó a Amerlcas Watch que el
caso se encuentra suspendido porque nadie
se ha presentado con datos. Reconoció que,
hasta la fecha, el juzgado no habla citado a
ningún testigo pero dijo que "estos asuntos
no corresponde n solamente a los juzgados;
las partes interesadas tienen la responsabili­
dad de presentarse y promover el juicio:
Finalmente, sugirió que la masacre "hubiera
podido ser un accidente...o una bomba."

La revisión de estos casos demuestra
que el problema de la impunidad y de la
administración de justicia es mucho más
profundo que la solución de un solo caso
prueba. La impunidad y la no investigación
es la regla general. La invest igación real y la
condena de los responsables serfa la ex­
cepción. Lo que hace taha entonces no son
casos pruebas. sino cambio s profundos del
sistema judicial y de la Fuerza Armada, que
posibiliten el fin de la impunidad para todos
los delitos, no sólo los de transcendencia
internacional.
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Informe anual sobre El Salvador
de la Comisión Interamericana

de Derechos Humanos (11)

En mate ria de libertad personal, la Co­
misión Interamericana ha sido informada
sobre incidentes en los cuales fuerzas de
seguridad, al noencontrar ciertas personas a
las cuales estaban buscando, procedieron a
arrestar a sus familiares. Asl, el dia 30 de
noviembre de 1989, nueve familiares de
Jorge Alberto Amaya Ayala, miembro del
sindicato STISS, fueron arrestados por per ­
sonal de la Fuerza Aérea, en la local idad de
Soyapango. También la Comisión ha sido
informada que al menos once miembros del
STISS fueron arrestados entre el 11 de no­
viembre y el15 de diciemb re de 1989.

Siempre en materia del derecho a la
libertad perso nal debe mencionarse que el
d la 19 de noviembre, el Hospital Primero de
Mayo fue rodeado por fuerzas policiales, las
cuales ingresaron posteriormente al citado
centro asistencial en busca de determinadas
personas, porespaciode cuatro horas apro­
ximadamente. Ocho personas fueron arres­
tadas en dicho incidente, las cuales perman­
ecieron detenidas hasta el 14 de diciembre .

la agud ización de la violencia , as! como
la suspen sión de las garantlas individuales
bajo el estado de sitio, han determ inado que
haya incrementado slgniHcativamente el
núme ro de personas privadas de su libertad.
Según información inicialmente propor ­
cionada a la Comisión, muchas de estas
personas se encontraban actualmente alo­
jadas juntamente con delincuentes comun es
y en condiciones muy negativas. la Oo­
misión no ha sido informad a, sin embargo , de
la evoluc ión reciente de este problema y de
las formas en que el Gobierno de El Salvador
le está dando solución .

Organizaciones no gubernamentales in­
formaron también de un marcado incremento
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en casos de tortura a presos politices por
parte de sus interrogadores. Testimonios de
personas que fueron detenidas y poste­
riormente liberadas, indican invariablemente
un mismo esquema de procedimiento: pro­
longados interrogatorios con los ojos ven­
dados y sin poder sentarse ni dascansar,
golpes y amenazas contínuas, empleo de
capuchas que impiden la respi ración y prevo­
can desmayo, aplicación de drogas y ácidos
varios, y, en muchas ocasiones, violaciones
y abusos sexuales a mujeres. e incluso a
hombres, así también corno amenazas de
muerte a ellos O a sus familiares. Algunos
pocos testigos declararon no haber sido
mahratados, aunque dijeron que el interroga­
torio resultaba duro y humillante.

Las respuestas por parte de las autori­
dades competentes indicaron que los inter­
rogatorios se realizaban utilizando modernos
procedimientos científicos, incluyendo el uso
de pollgrafos o detectores de mentiras, pero
que en todo caso todos estos eran métodos
correctos. Información provista por estas
mismas fuentes sostiene que el gobierno se
ha visto afectado por campañas de de·
scr édlto impuisadas por el FMl N y algunas
otras agrupaciones simpatizantes de tal
organización. Sin embargo, funcionariospar ­
tenecientes al Gobierno admitieron que du­
rante los interrogatorios se procede a vendar
los ojos de los detenidos con la finalidad de
que no reconozcan posteriormente a las
personas que efectúan los interrogator ios.
Autorid ades han reconocido que se pod lan
dar casos de abusos aislados, pero que de
ningún modo se trataba de una práctica
institucionalizada.

Por otra parte, la Comisión ha sido
informada sobre requisas y allanamientos
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por parte de las fuerzas de seguridad a
locales de organizaciones sindicales y a
partidos pollticos, al igual que a algunas de
las casas de los lideres de dichas organi­
zaciones. Algunas instituciones tales como
ASPS, COROES, PADECOES, han sido vlc­
timas de numerosos allanamientos. En al­
gunas de estas búsquedas --como las ocu­
rridas en las oficinas de COACES. COMA­
DRES, CONAMUS, UNADES y UNT5­
fuerzas militares irrumpieron con violencia,
provocando destrozos en las instalaciones,
lo que en varias oportunidades les causó
como resultado la imposibilidad de continuar
con sus operaciones cotidianas. Este cuadro
de inseguridad provocó que la Comisión de
Derechos Humanos No Gubernamental
(CDHES) se viese obligada a trasladar a la
mayorfa de sus miembros y de sus opera­
ciones a México.

En io referido a la libertad de expresión,
debe mencionarse que el dla 11 de no­
viembre de 1989 siendo las 11 p.m. aproxi­
madamente,unas tres horasdespuésde que
el FMlN iniciara su ofensiva, el Gobierno
ordenó que todas las estaciones de radio y
televisión se unieran a una cadena nacional.
Con la imposición del estado de sitio al dla
siguiente, se produjo una severa censura a
través de obligada sintonla de la estación
gubernamental, medidas que fueron paulati­
namente levantadas.Cabe señalar que eldla
22 de noviembre el noticiero "Al Ola", emitido
por canal 12, se vio obligado a clausurar su
programa, explicando que no podla reportar
objetiva e independientemente las noticias
en las condiciones existentes, volviendo a
transmitirse una semana después.

Debe mencionarse también que el clima
de violencia ha afeclado también a los
hombres de prensa, los cuales han sido
objeto de numerosas capturas y amenazas,
debiéndose lamentar la muerte de un re­
portero y varios atentados contra los vehlcu-
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los y personasde otros hombres de prensa.
Asl, se han informado al menos un número
de diez capturas de periodistasdebidamente
acreditados. mientras ejerclan su profesión.
El dla 3 de diciembre pasado, la Policla
Nacional detuvo a un camarógrafo español,
Andrés Cabañas Díaz, cuando éste in­
tentaba entrevistar a lisiados de guerra
pertenecientes al FMLN, dentro de la Iglesia
El Calvario, lugar donde se encontraban
desde el 7 de noviembre de 1989.

El periodista Eioy Guevara Paiz, saiva­
dora ño, estudiante de periodismo de la
Universidad Nacional y periodista de Franca
Press y de una radio local, resuM muerto ell
de diciembre en Soyapango, cuando se
encontraba con un grupo de socorristas
claramente identificados con bandera blanca
y conotrosperiodistas.

Fuentes eclesiásticas indicaron que du­
rante un largo periodo no hubo acceso a una
información confiable a ralz de la suspensión
de las garantlas individuales decretadas ei
12 de noviembre. pidiendo al Gcbierno
ciertas condiciones que garanticen una
prensa libre, objetiva e independiente, y que
abra los espacios politicos para que las
fuarzas sociales puedan expresarsecontotal
libertad.

Otro hecho que ha causado preocu­
pación es la aprobación por la Asamblea
Legislativa de la nueva ley de reformas al
Código Penal, como as! también al Código
de Procedimientos en materia penal. La
Asamblea Legislativa consideró que la
coyuntura de caos y violencia que reina en el
pals just~lcaba la aprobación del proyecto
que la Comisión Interamericana ha encon­
trado objetable a la luz de los compromisos
internacionales de El Salvadoran materia de
derechos humanos.

El Presidente Cristiani y miembros de su
administración defendieron la nueva legisla­
ción arguyendo que es un buen medio para
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actualizar el antiguo Código Penal y adap­
tarlo a la nueva Constttución nacional vigente
desde 1983. Por su parte, crlticos a esta re­
forma legislativa sostuvieron que ésta puede
ser utilizada para encarcelar a periodistas
que critiquen al Gobierno, o para evitar
cualquier tipo de protesta pacifica por parte
de la población, como asl también para
prohibir la publicación de filmaciones, re­
portes extranjeros o fotograflas que puedan
causar dallo al orden público . Esta nueva
Ley también impone penas que llegan hasta
los veinte años de prisión para aquellos que
participen en boicots de transporte.

Según han manñestado organismos de­
fensores de los derechos humanos, la letra y
el esplritu de esta nueva ley representan una
sign~icativa restricción a los derechos y
libertades individuales, y podrla dar lugar a la
supresión de todo tipo de expresión u opinión
polltica contraria a la sustentada por el
Gobierno.

Otro hecho que causa gran preocupación
a la Comisión lnteramericana respecto a la
nueva legislación es que aquellas personas
que sean arrestadas bajo el imperio de ella
se verán en grandes dificultades de poder
tener una adecuada defensa en juicio. Abo­
gados salvadoreños analizan con gran pre­
ocupación el hecho de asumir las defensas
de aquellas personas acusadas por actos de
terrorismo, ya que esto puede ser motivo
para que ellos mismos sean procesados por
el del~o de apologla de actos terroristas.
También causa gran preocupación el hecho
de que confesiones ex1rajudiciales puedan
ser usadas como prueba en contra de aqueo
lIos que efectúen tales deposiciones. pues
abre la posibilidad de que tales confesiones
extrajudiciales Sean obtenidas a través del
uso de la fuerza o tortura.

Todas estas reformas van a impedir en
lorma directa la tarea de documentación y
control de violaciones a los derechos huma­
nos en general. Todos aquellos que se en-
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cuentrsn relacionados a grupos humanitarios
podrán ser enjuiciados por el solo hecho de
obtener fotograflas o testimonios de viola­
dones a los derechos humanos cometidas
por el Gobierno salvadoreño o por miembros
de las fuerzas militares.

La Comisión debe man ñestar nueva­
mente su honda preocupación por la situa­
ción de los derechos humanos en El Salva­
dor, la cual ha sufrido un marcado deterioro a
ralz de la exacemación del conflicto armado
que afecta a ese pals . Los recientes acontec­
imientos prueban de manera indudable la
imposibilidad de alcanzar soluciones por la
vla de la fuerza ; por el contrario, estos
hechos de violencia contribuyen a agudizar
el conflicto y generan un cfrculo vicioso que
redunda en nuevas y mayores violaciones a
los derechos humanos, con grave sufri·
miento para la población civil que 59 encuen­
tra inerme entra las partes en conflicto.

Las decisiones adoptadas por el Gobi ­
erno de El Salvador y la dirigencia del FMLN
de reiniciar lasconversaciones para poner fin
al conflicto constituyen un paso positivo que
la Comisión observará detenidamente con la
esperanza de que culminen en la paz que el
pueblo salvadorello reclama.

Después de doce años de guerra civil , y
al cumplirse diez años del asesinato de
Monsellor Osear Arnulfo Romero, resulta do­
loroso comprobar que ciertas pautas referi ·
das a la violación de los derechos humanos
siguen teniendo vigencia. Los relativos avan­
ces logrados han sido seriamente puestos en
cuestón por los recientes eventos y hacen
más necesario que nunca, a juicio de la
Comisión Interamericana de Derechos Hu­
manos, lograr una solución pacifica y ne­
gociada del conflicto, elemento fundamental
de la cual debe ser el irrestricto respeto de
los derechos humanos . La Comisión debe
señalar que ha decidido comenzar a elaborar
un informe especial sobre la s~uaci6n de los
derechos humanos en El Salvador.
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El bo letín "Proceso " sintetiza y seleccio na los principales hechos que semanal­
mente se producen en El Salvado r y ros que en el extranjero resultan más significativos
para nuestra realida d . a fin de describir las coyunturas del pafs y apuntar pos ible s
di recciones para su interpretación .

Sus fuentes son los periód icos nacionales, diversas publi caciones naciona les y
extranjeras. eal como emi siones radiales selvadoreñea e internacio nales .

Es una publicació n del Cen tro Universitario de Documentación e Información de la
Universidad Centroamericana -Jo sé Srrneón Caflasw

•

SUSCRIPCION ANUAL

B Salvado r
personal
correo

Centroamérica y Panamá
Norte y Sur Amér ica
Europa
Otras regiones

e50.00
e60.00
$25.00
$35.00
$40.00
$45.00

los suscriptores de El Salvador pueden suscri birse en la Oficina de Distribución de
la UCA o por correo. Los chequea deben emitirse a nombre de la Universidad
Centro ame ricana y dirigirse a Centro de [)stribuci6n UCA. Apdo . Posta l (O' ) 575, San
Salvado r, El Salvedor , CA Teléfono: 240744 y 240011 Ext. 161 Y 191.
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